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I. Introducción 

 

En muchas ocasiones se señala que la producción, el comercio internacional y las 

inversiones extranjeras producen daños al ambiente. No obstante, estas 

actividades “también puede provocar efectos benéficos en el medio ambiente al 

permitir que se compartan bienes y servicios ecológicos de manera más extensa. 

El verdadero problema es si la situación mejoraría o empeoraría bajo un régimen 

comercial más liberal.2 

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 

considera  que “Los mercados abiertos pueden mejorar la distribución de recursos, 

de tal manera que los bienes se produzcan donde sea más eficiente hacerlo 

ecológicamente (y económicamente); incluso si se envían a mercados distantes.”3 

En ese sentido, “consumir bienes producidos en forma local no siempre es más 

inofensivo para el medio ambiente que comprar importaciones. Éste es el caso, 

por ejemplo, de los lácteos, la carne de ovino y de algunos productos hortícolas 

que se producen en Nueva Zelanda para los mercados del Reino Unido”4. 

                                                             
1 Doctor en Derecho (UBA) y Doctor en Ciencia Política (UB). Investigador del CONICET y del 
Instituto de Ciencias  Sociales y Disciplinas Proyectuales  (INSOD) de la Universidad Argentina de 
la Empresa (UADE).  
2 OCDE, “¿El comercio internacional es bueno o malo para el medio ambiente?” Fichas de 
información sobre el comercio internacional Disponible en:   
http://www.oecd.org/fr/echanges/elcomerciointernacionalyelmedioambiente.htm (última consulta 
16/8/2015) 
3 Ibídem 
4 Ibídem 



En el Preámbulo del Acuerdo de Marrakech por el que se establece la 

Organización Mundial del Comercio (OMC), refiriéndose a las Partes en el 

Acuerdo, se señala:  

“Reconociendo que sus relaciones en la esfera de la actividad comercial 

y económica deben tender a elevar los niveles de vida, a lograr el pleno 

empleo y un volumen considerable y en constante aumento de ingresos 

reales y demanda efectiva y a acrecentar la producción y el comercio de 

bienes y servicios, permitiendo al mismo tiempo la utilización óptima de 

los recursos mundiales de conformidad con el objetivo de un desarrollo 

sostenible y procurando proteger y preservar el medio ambiente e 

incrementar los medios para hacerlo, de manera compatible con sus 

respectivas necesidades e intereses según los diferentes niveles de 

desarrollo económico”5 

La Declaración Ministerial de Doha de la OMC6 en su párrafo 6 puntualiza: 

“Reafirmamos decididamente nuestro compromiso con el objetivo del 

desarrollo sostenible, enunciado en el preámbulo del Acuerdo de 

Marrakech. Estamos convencidos de que los objetivos de respaldar y 

salvaguardar un sistema multilateral de comercio abierto y no 

discriminatorio y de actuar para la protección del medio ambiente y la 

promoción del desarrollo sostenible pueden y deben apoyarse 

mutuamente”  

En ese orden de ideas, surge que para la OMC el comercio internacional es un 

componente clave del desarrollo sostenible. Por su parte, Jorge A. Franza 

advierte sobre “la sobreexplotación del medio ambiente, que puede producir 

beneficios de corto plazo a grupos circunscriptos, tiene irremediablemente efectos 

negativos sobre la mayoría de la población presente y de las generaciones 

futuras”7 ¨Al mismo tiempo, se puede considerar que la globalización de los 

                                                             
5 Ver: ORGANIZACIÓN MUNDIAL DEL COMERCIO, Los Textos Jurídicos. Los Resultados de la Ronda 
Uruguay de Negociaciones Multilaterales. OMC. Suiza. 2003. Pág. 6 
6 Adoptada el 14 de Noviembre de 2001 
7 FRANZA, Jorge A., Manual de Derecho de los Recursos Naturales y Protección del Medio 
Ambiente. 2° Edición Ampliada y Actualizada. 2010. Päg. 73 



mercados imprime en las economías y en los sistemas jurídicos un exigente nivel 

de adaptación a los negocios8 Estos, en muchos casos, entran en colisión con el 

“derecho al medio ambiente”, que según Franza “es uno de los más importantes 

derechos del siglo XXI, en la medida en que la humanidad se ve amenazada en el 

más fundamental de sus derechos, el de la propia existencia”9. 

Fabian H. Bonyuan estima que “el comercio internacional influencia de forma 

crucial las políticas ambientales de los Estados, en lo que hace al uso y cuidado 

de los recursos naturales. En el caso de los países del hemisferio sur que viven 

dela explotación de los recursos naturales, se ven obligados, en muchos casos, a 

mantener en equilibrio la balanza comercial o para evitar el endeudamiento o el 

empobrecimiento crecientes a una explotación no sustentable de aquellos, 

degradando suelos, aguas y alterando la biodiversidad”10 

El Órgano de Apelación de la OMC en el asunto de la Gasolina entre Venezuela y 

Estados Unidos se “confirmó la autonomía de que gozan los Miembros de la OMC 

para establecer sus propias políticas medioambientales. No obstante, el Órgano 

de Apelación advirtió de la necesidad de mantener un equilibrio entre las 

obligaciones de acceso a los mercados y el derecho de los Miembros de valerse 

de las justificaciones medioambientales previstas en el GATT, de tal modo que la 

consecución de un objetivo no se vea comprometida o perjudicada por la 

consecución de otro”11 

Bonyuan subraya que “la integración económica requiere mecanismos de 

homogeneización de mercados teniendo en vista eliminar distorsiones que 

pueden beneficiar a algunos países en detrimento de otros”12. En ese sentido, 

teniendo en cuenta al MERCOSUR y la tensión existente entre el tracto 
                                                             
8 REY VALLEJO, Pablo, “El Arbitraje de Inversiones y los Retos de la Globalización” en Revista de 
Derecho Privado, N° 38, Universidad de los Andes, Junio 2007, Pág. 3 
9 FRANZA, Jorge A, Op. Cit, 2010, Pág. 38 
1010 BONYUAN, Fabián H. “Derecho de la Integración: el medio ambiente en el MERCOSUR” en La 
Ley, 3/3/2011. Cita online: AR/DOC/377/2011 
11 OMC, Normas de la OMC y políticas ambientales: excepciones previstas en el GATT. Disponible 
en  
https://www.wto.org/spanish/tratop_s/envir_s/envt_rules_exceptions_s.htm (última consulta 
16/8/2015) 
12 BONYUAN, Fabián H, Op. Cit, 2011 



económico transfronterizo y la protección del ambiente, surge el interrogante de 

cómo fue tratado el tema en el mecanismo de solución de controversias del 

MERCOSUR. En ese sentido analizaremos el caso sobre “Prohibición de 

Importación de Neumáticos Remoldeados” entre la República Oriental del 

Uruguay y la República Argentina. 

 

II. La Protección del Ambiente en el Sistema de Solución de Controversias 
del MERCOSUR 

 

El  caso ambientalista paradigmático en el sistema de solución de controversias 

del MERCOSUR fue el que inició Uruguay contra Argentina por la prohibición de 

importación de neumáticos remoldeados o recauchutados. La controversia fue 

tratada en el marco de un Tribunal Ad Hoc constituido de conformidad con lo 

establecido en el Protocolo de Olivos y posteriormente por el Tribunal Permanente 

de Revisión.  

Un caso con fuerte implicancias ambientales fue el de las Papeleras sobre el Rio 

Uruguay entre la República Argentina y la República Oriental del Uruguay. Fue 

resuelto finalmente por la Corte Internacional de Justicia. Si bien el problema fue 

planteado ante el sistema del MERCOSUR, el vecino país no lo inició como 

controversia ambiental sino como una “omisión del Estado Argentino en adoptar 

medidas apropiadas para prevenir y/o hacer cesar los impedimentos a la libre 

circulación derivados de los cortes en territorio argentino de vías de acceso a los 

puentes internacionales General San Martín y General Artigas que unen la 

República Argentina con la República Oriental del Uruguay.” 13 

                                                             
13 Para profundizar esa controversia en el MERCOSUR sugerimos ver: BERTONI, Liliana, 
“Controversia Argentino – Uruguaya: Solución en el Espacio Jurídico del MERCOSUR” en BERTONI, 
Liliana (Coord.).  Las Papeleras en Cuestión. Un recorrido por el Derecho Ambiental e Internacional 
de La Haya al MERCOSUR. EUDEBA. Buenos Aires, 2010. Págs. 91 a 130 y CASTILLO ARGAÑARÁS. 
Luis Fernando, “El conflicto de las papeleras sobre el río Uruguay y las inversiones extranjeras. 



Así, a continuación, nos abocaremos al análisis del caso de los neumáticos 

remoldeados y no del caso de las papeleras; ya que este último no tuvo una 

solución desde el punto de vista ambiental en el sistema del MERCOSUR. 

 

III. Caso de los neumáticos remoldeados 

 

Al analizar este caso tengamos presente la duda planteada por Leila Devia, “ya 

que cuando nos sentamos a reflexionar sobre la relación existente entre el 

comercio y medio ambiente, resulta esencial poner en claro cuál ha sido el objeto 

de determinada medida o reglamentación, puesto que ésta puede pasar de ser 

una medida de protección adecuada para el medio ambiente a ser una restricción 

arancelaria encubierta, usada en nombre de una buena causa”14 

Los hechos están vinculados a la Ley 25. 626 del 9 de Agosto de 2002 por la cual 

Argentina prohíbe la importación de neumáticos y cámaras neumáticas 

recauchutadas (posición arancelaria 4012.10.00) a todo el territorio del país; ya 

que anteriormente había normas que solo restringían los neumáticos usados 

(posición arancelaria 4012.20.00). Esta situación provocó un reclamo de Uruguay 

 

III. 1. El caso ante el Tribunal Arbitral Ad Hoc (2005) 

 

La República Oriental del Uruguay por nota 2388/2004 solicitó el inicio de 

negociaciones directas entre las Partes, de conformidad a los Arts. 4° y 5° del 

Protocolo de Olivos. Propuso la realización de una reunión entre las Partes en la 

ciudad de Belo Horizonte, donde se realizaría la XXVIII Reunión Extraordinaria del 

                                                                                                                                                                                          
Una visión desde la teoría de las relaciones internacionales” en Revista CIFRA N° 5. Facultad de 
Humanidades, Universidad Nacional de Santiago del Estero (UNSE). 2011. Págs. 143 - 156 
14 Citada en BERTONI, Liliana, Laudos Arbitrales en el MERCOSUR. Ciudad Argentina, Buenos 
Aires, 2006, Pág. 313.  



Grupo Mercado Común (GMC). Uruguay  informó de esa propuesta a la 

Secretaría del MERCOSUR por nota 2391/2004 del 6 de diciembre de 2004 

La República Argentina, por su parte respondió con la nota SCREI N° 888/2004, 

acusando recibo de la nota presentada por Uruguay y proponiendo una reunión 

bilateral, en fecha alternativa, a ser realizada en la ciudad de Buenos Aires.  

La reunión entre las Partes se realizó el 23 de diciembre de 2004 en Buenos 

Aires. Tanto Argentina como Uruguay expusieron sus posturas y argumentos; 

pero no pudieron llegar a un acuerdo en relación a la controversia.  

Uruguay por medio de Nota N° 130/2005, del 23 de febrero de 2005 se comunica 

a la Secretaria del MERCOSUR que pretendía dar inicio al procedimiento arbitral 

de acuerdo al Capítulo VI y siguientes del Protocolo de Olivos. El Tribunal se 

constituyó el 26 de Julio de 2005 y fue integrado por el Dr. Hermes Marcelo Huck 

de Brasil (Presidente del Tribunal), el Dr. José María Gamio de Uruguay y por el 

Dr. Marcelo Antonio Gottifredi de Argentina. 

Los alegatos de Uruguay se fundan en cuestionar la legitimidad de la decisión de 

Argentina de prohibir la importación de neumáticos reconstruidos. Este país 

afirma que había normas administrativas que prohibían la importación de 

neumáticos usados para la Argentina (posición 4012.20.00). Una nota divulgada 

por la Dirección General de Industria (N° 89/2001), circulada en el Sistema 

Informático María (SIM) menciona que una anterior prohibición de neumáticos 

usados prevista en el Art. 38 del  Decreto 660/00 también alcanzaba a neumáticos 

reconstruidos. Posteriormente la Ley N° 25. 626 del 9 de Agosto de 2002, 

extiende para todo el territorio nacional de Argentina la prohibición de importación 

de neumáticos y cámaras recauchutadas (posición 4012.10.00). Para Uruguay, 

antes de la Ley, la prohibición de importar se restringía a neumáticos usados, 

pero era libre la importación de neumáticos remoldeados, que se incluyen en la 

categoría de recauchutados. Por la sanción de la ley N° 25. 626, a partir del 

primer trimestre del 2001, fueron suspendidas las exportaciones de los 

neumáticos remoldeados o recauchutados para la Argentina. 



Anteriormente, Uruguay había exportado a la Argentina sin restricciones entre los 

años 1997 y 2001 neumáticos recauchutados. Con la sanción de la Ley, este 

tracto comercial fue suspendido. No obstante, con posterioridad a la vigencia de la 

ley en cuestión, Argentina realizó importaciones de este tipo de neumáticos de 

otros países en los que no figuraba Uruguay.  

Para Uruguay, la Ley al extender la prohibición de importación a los neumáticos 

remoldeados ignoró las diferencias que existen entre ellos y los usados. Para el 

reclamante, los neumáticos recauchutados no generan problemas de seguridad 

de tránsito o al medio ambiente distintos de los problemas generados por un 

neumático nuevo.  

Luego, Uruguay argumenta refiriéndose al Art. 50 del Tratado de Montevideo en el 

cual se enumeran las barreras no arancelarias a la importación de productos 

permitidos excepcionalmente a los países firmantes.  Así, en el caso de los 

neumáticos remoldeados, no se puede hablar de protección a la seguridad (Art. 

50, b), dado que son productos seguros y la Argentina autoriza su utilización a la 

flota nacional. Tampoco se puede hablar de protección a la vida, y salud de las 

personas, animales y vegetales (Art. 50, d); ya que la durabilidad de un neumático 

remoldeado es idéntica a la de un neumático nuevo. No habiendo por lo tanto 

impacto adicional al medio ambiente. Por otro lado, señala Uruguay que en 

Argentina existen más de 70 plantas industriales que producen este tipo de 

neumáticos.  

Uruguay también argumenta que la decisión de Argentina también viola los Arts. 

1° y 5°del Tratado de Asunción por inhibir injustificadamente la libre circulación de 

los bienes en el ámbito del MERCOSUR. Vulnera también el Anexo I del Tratado 

de Asunción, las Decisiones N° 22/00 y 57/00 relativas al Acceso a Mercados , 

adoptadas por el Consejo Mercado Común.  

El reclamante estima que la Argentina con la Ley en cuestión viola los principios 

de Derecho Internacional admitidos como Derecho Aplicable según el Protocolo 



de Olivos, tales como el pacta sunt servanda, el principio de buena fe y en el caso 

en particular también es aplicable el principio y norma internacional del estoppel. 

Finalmente, solicita que el Tribunal Arbitral declare la incompatibilidad de la Ley 

N° 25. 626 de la República Argentina con las normas y principios vigentes en el 

MERCOSUR; y  con  los principios y disposiciones del Derecho Internacional; y 

por lo tanto Argentina derogue la ley mencionada y todas las medidas de efectos 

similares.  

Por su parte, la República Argentina rechaza la amplitud del objeto del arbitraje 

definido por Uruguay, porque al solicitar que la decisión del tribunal alcance otras 

medidas además de la Ley N° 25. 626, estaría incluyendo en el litigio un pedido 

genérico, inespecífico y con alto grado de abstracción. Considera que es una 

prohibición de carácter no – económico y amparada en las hipótesis del Art. 50 

del Tratado de Montevideo, receptado en el Anexo I del Tratado de Asunción.  

La Argentina estima que la Ley N° 25. 626 está incluida entre las excepciones 

previstas en el Artículo 50 del Tratado de Montevideo, pues el bien jurídico 

tutelado es la protección a la vida y la salud de las personas, de los animales y de 

los vegetales.  

La defensa afirma que las excepciones al libre comercio existen tanto en el marco 

del MERCOSUR, como también en la Unión Europea, concluyendo que es lícito y 

posible admitir la aplicación de medidas restrictivas de carácter excepcional y las 

medidas implementadas deben estar efectivamente destinadas a proteger bienes 

de naturaleza superior o valores no económicos.  

Argentina argumenta que el objetivo de la ley cuestionada es mantener controlado 

el “pasivo ambiental” argentino, y no proteger el recauchutador nacional o 

restringir el comercio, pues si así no fuese, no se habría propuesto el acuerdo en 

el cual constaba la reconstrucción de neumáticos en Uruguay.  

La defensa argentina se refiere a los debates parlamentarios previos a la sanción 

de la ley, donde quedó claro que la medida se destinaba a prevenir el ingreso de 



residuos disfrazados de mercaderías con vida útil comprometida o agotada, así 

como los impactos ambientales, actuales o latentes resultantes de tales 

mercaderías, teniendo en cuenta la complejidad de la gestión y los elevados 

costos involucrados. También Argentina se refiere al principio de prevención en 

Derecho Ambiental, asegurando el carácter de protección ambiental de la ley 

cuestionada.  

En relación al estoppel, la defensa lo considera no aplicable, y analiza las 

nomenclaturas aduaneras de productos e indica los datos estadísticos sobre el 

volumen de importaciones argentinas de neumáticos recauchutados o usados, 

indicando la participación de Uruguay en ese comercio.  

Argentina finaliza señalando que la ley en cuestión es compatible con el Art. 41 de 

la Constitución Nacional y las excepciones al Art. 50 del Tratado de Montevideo.  

Argentina solicita que se declare la norma cuestionada por Uruguay como 

compatible con las prescripciones del Tratado de Asunción y de su Anexo I, así 

como con las normas dictadas cono consecuencia del mismo y con las 

disposiciones del Derecho Internacional aplicables a la materia.  

El Tribunal Arbitral considera que la ley cuestionada interrumpió el comercio en la 

región y la libre circulación de los bienes y especialmente las exportaciones de 

Uruguay hacia la Argentina que tenía lugar desde 1997. El Tribunal entiende que 

la protección al medio ambiente es también un principio básico del MERCOSUR 

al igual que el respeto al principio de libre circulación de los bienes y servicios; y 

que la libertad de comercio no puede ser considerada un principio absoluto e 

inderogable, inmune a cualquier excepción.  

El Tribunal estima que no existe fundamento para el ejercicio del libre comercio y 

el consecuente desarrollo económico y social de los pueblos de los Estados del 

MERCOSUR, si estos pueblos fuesen condenados a vivir en condiciones 

ambientalmente comprometidas. La defensa del medio ambiente, fundada en 

justas razones, puede ser usada como excepción a las normas generales de la 



integración regional y particularmente a aquellas que regulan el libre comercio 

entre los países del MERCOSUR.  

El Tribunal desestima el estoppel pues estima que no se ha probado el flujo 

comercial constante y permanente como tampoco cantidades suficientes en 

exportaciones de Uruguay hacia Argentina en este tipo de neumáticos. 

El tribunal decide que la Ley N° 25. 626, dictada por la República Argentina es 

compatible con lo dispuesto en el Tratado de Asunción y su Anexo I, con las 

normas derivadas del Tratado y las disposiciones del Derecho Internacional 

aplicables a la materia.  

 

III.2. El caso ante el Tribunal de Revisión (2005) 

 

 La República de Uruguay decide recurrir el laudo arbitral de fecha 25 de octubre 

de 2005 ante el Tribunal Permanente de Revisión (TPR) en la controversia bajo 

análisis en este artículo. 

El recurso de revisión fue presentado en tiempo y forma el día 9 de noviembre de 

2005. Tiene la característica de ser el primero que se presenta ante el Tribunal 

Permanente de Revisión que fue instaurado conforme el Protocolo de Olivos. 

El Tribunal Permanente de Revisión estuvo compuesto por los Árbitros Dr. Nicolás 

Eduardo Becerra (Argentina), Dr. Ricardo Olivera (Uruguay) y presidido por el Dr. 

Wilfrido Fernández (Paraguay) 

El Tribunal Permanente de Revisión considera en primer lugar el Art. 17 del 

Protocolo de Olivos que en su numeral 2establece expresamente que el recurso 

de revisión estará limitado a cuestiones de derecho y a las interpretaciones 

jurídicas del Tribunal Arbitral Ad Hoc.  



En relación a las cuestiones de Derecho en revisión estima que el principio de 

libre comercio en el MERCOSUR, en realidad, no es una cuestión jurídica 

controvertida. Es un principio que está claramente establecido dentro de la 

normativa mercosureña, la cual tiene como base de partida el Tratado de 

Asunción (ambas Partes concuerdan en esta aspecto al igual que el laudo 

recurrido). 

El Tribunal Permanente de Revisión considera que obviamente el principio de 

libre comercio tiene sus excepciones y hace alusión al laudo en revisión y a la 

posición argentina de argumentar su excepción en el Art. 5015 del Tratado de 

Montevideo (TM) de 1980 que están incorporadas como excepciones al libre 

comercio en Anexo I del Tratado de Asunción  (Art. 2, b). 

El Tribunal Permanente de Revisión estima que no hay dos principios en 

confrontación como equivocadamente lo sostiene el laudo del Tribunal Arbitral Ad 

Hoc. Existe un solo principio que es el de libre comercio y al cual se le pueden 

anteponer ciertas excepciones (por ejemplo la del medio ambiente). El TPR 

considera que la cuestión a debatir es la viabilidad o no de la excepción medio 

ambiental a tenor de la normativa del MERCOSUR y no a tenor del Derecho 

Internacional. El Tribunal considera que debe aplicarse el Derecho de la 

Integración y no el Derecho Internacional, ya que este último está incluido en el 

Protocolo de Olivos como referente a ser aplicado (Art. 34), esta debe ser 

subsidiaria o en el mejor de los casos complementario. Nunca de manera directa 

y primaria y directa como corresponde en un Derecho de Integración.  

                                                             
15 Artículo 50 
Ninguna disposición del presente Tratado será interpretada como impedimento para la adopción y 
el cumplimiento de medidas destinadas a la: 
a) Protección de la moralidad pública; 
b) Aplicación de leyes y reglamentos de seguridad 
c) Regulación de las importaciones o exportaciones de armas, municiones y otros materiales de 
guerra y, en circunstancias excepcionales, de todos los demás artículos militares 
d) Protección de la vida y salud de las personas, los animales y los vegetales; 
e) Importación y exportación de oro y plata metálicos 
f) Protección del patrimonio nacional de valor artístico, histórico o arqueológico; y 
g) Exportación, utilización y consumo de materiales nucleares, productos radiactivos o cualquier 
otro material utilizable en el desarrollo o aprovechamiento de la energía nuclear. 



Al no existir en el MERCOSUR la posibilidad de aplicar excepciones al libre 

comercio por no existir un cuerpo legal que establezca de manera clara y concreta  

los criterios para ser analizados, el TPR considera un error del laudo recurrido no 

haberlos detallado expresamente. Las excepciones deben ser interpretadas con 

carácter restrictivo. En ese sentido, corresponde en primer lugar analizar si la 

medida cuestionada es restrictiva al libre comercio y el TPR lo entiende de esa 

manera. 

A continuación el TPR entiende que la medida es discriminatoria y que no tiene 

justificación alguna. En relación a la proporcionalidad, el TPR considera que debe 

ser evaluada restrictivamente y rechaza el argumento argentino en cuanto a que 

la proporcionalidad aceptable es la prohibición de ingreso del producto al territorio 

nacional, y la considera sin fundamento jurídico, 

El TPR al analizar el estoppel, considera que es un principio del derecho 

internacional y que como principio general del derecho, no pertenece al Derecho 

Originario ni derivado del MERCOSUR. Su aplicación debe ser supletoria y con 

adecuación al Derecho mercosureño. El TPR entiende que no es necesaria su 

aplicación en el caso bajo análisis.  

El TPR decide por mayoría determinar que la ley argentina 25. 626 promulgada el 

8 de agosto de 2002 es incompatible con la normativa del MERCOSUR, en base 

a una correcta interpretación y aplicación jurídica de las excepciones previstas en 

el Art. 50 del Tratado de Montevideo de 1980, las cuales están entroncadas en el 

Anexo I del Tratado de Asunción, específicamente en su Art. 2, b. En 

consecuencia, la República Argentina deberá derogarla o modificarla dentro del 

plazo de 120 días corridos.   

El TPR, por mayoría, también decide que a la República Argentina, le está vedado 

a partir de la notificación del laudo, adoptar o emplear medida alguna que sea 

contraria a este pronunciamiento, o que obstaculice su aplicación. 

El 20 de diciembre de 2005, Argentina solicita una aclaratoria del laudo del TPR. 

Este úlimo considera que el país peticionante ha utilizado el recurso de aclaratoria 



para abrir una instancia nueva de debate acerca de cuestiones ya decididas. El 

TPR estima que el recurso de aclaratoria no puede ser utilizado para encubrir una 

reposición que es improcedente. Finalmente el TPR decide no hacer lugar al 

recurso de aclaratoria interpuesto por Argentina. 

 

4. Conclusiones Generales 

 

En el caso sobre la “Prohibición de Importación de Neumáticos Remoldeados” 

entre Uruguay y Argentina con motivo de la sanción por parte de la República 

Argentina de la ley N° 25. 626 que prohibió el ingreso de los neumáticos 

remoldeados al país,  se focaliza en la tensión existente entre “la libre circulación 

de mercaderías” y “la preservación del medio ambiente”. El equilibrio en esta 

ecuación nos permite encontrar un desarrollo sustentable. 

El Tribunal Permanente de Revisión decide la cuestión de manera distinta a lo 

resuelto por el Tribunal Ad Hoc. En ese sentido, en la tensión entre los dos 

principios en conflicto, en este caso triunfa la “libre circulación de mercaderías”. 

La preservación del medio ambiente es una excepción que debe aplicarse de 

manera subsidiaria o complementaria. Es como lo entiende el TPR. 

Estimamos que si bien el comercio internacional y la libre circulación de 

mercaderías son cruciales en un proceso de integración y un componente clave 

para lograr el desarrollo sostenible, se debe tener presente que la no preservación 

del ambiente producirá efectos negativos para las generaciones futuras.  

Para finalizar, coincidiendo con Leila Devia, se puede señalar que, cuando nos 

sentamos a reflexionar sobre la relación existente entre el comercio internacional 

y el medio ambiente resulta esencial poner en claro cuál ha sido el objeto de 

determinada medida o reglamentación, puesto que ésta puede pasar de ser una 

medida de protección adecuada para el medio ambiente a ser una restricción 

arancelaria encubierta, usada en nombre de una buena causa.  
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